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Exp. 819/2024-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 819/2024/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR DE FISCALIZACIÓN DEPENDIENTE DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO, Y LA NOTIFICADORA ADSCRITA A LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO


	MAGISTRADO: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a veintinueve de enero de dos mil veinticinco.
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 819/2024/2, promovido por el C. **********, en su carácter de administrador único de la persona moral denominada ********** señalando como autoridades demandadas al Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y la Notificadora adscrita a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y 

R E S U L T A N D O



I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día tres de septiembre de dos mil veinticuatro, el C. **********, en su carácter de administrador único de la persona moral denominada ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada al Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y la Notificadora adscrita a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado y como acto impugnado el siguiente:
 “La orden completa número ********** que contiene como consecuencia el crédito fiscal con número de oficio ********** CLAVE **********, EXPEDIENTE ********** emitido con fecha 19 de junio de 2024, así como el citatorio correspondiente al acto administrativo en cita de fecha 03 de julio del mismo año y el acta de fecha 04 de julio del 2024”  

II.- En proveído de diez de septiembre de dos mil veinticuatro, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas,  para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera. Por otra parte, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 

III.- En proveído de ocho de octubre de dos mil veinticuatro se tuvo por contando la demanda al procurador Fiscal de la Secretaría de finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, por lo cual, con las copias simples de la contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifestara lo que a su derecho conviniera en el término que le fue fijado.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:
De la parte actora:

1.- Copia certificada del instrumento notarial número ********** del tomo **********, del Protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad;
2.- Copia fotostática simple de la constancia de situación fiscal de la aquí actora y de la credencial para votar expedida a favor de **********.

3.- Citatorio de fecha doce de octubre de dos mil veintitrés, dirigido a la aquí actora, emitido en el expediente **********.
4.- Acta parcial de inicio contenida en el oficio ********** dictado en el expediente **********, de fecha trece de octubre de dos mil veintitrés.

5.- Orden de visita contenida en el oficio **********, dictado en el expediente **********, de fecha once de octubre de dos mil veintitrés.

6.- Citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, dirigido a la aquí actora, emitido en el expediente **********.
7.- Última acta parcial de inicio contenida en el oficio ********** dictado en el expediente **********.

8.- Citatorio de fecha tres de abril de dos mil veinticuatro, dirigido a la aquí actora, emitido en el expediente **********.
9.- Acta final contenida en el oficio ********** dictado en el expediente **********, de fecha cuatro de abril de dos mil veinticuatro.

10.- Determinación de crédito fiscal ********** de fecha diecinueve de junio de dos mil veinticuatro, por el Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; dictado en el expediente ********** y citatorio de fecha tres de abril de dos mil veinticuatro y acta de notificación de cuatro de julio del año en curso.
Del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Finanzas: se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:


1.- Citatorio de fecha doce de octubre de dos mil veintitrés, dirigido a la aquí actora, emitido en el expediente **********.
2.- Orden de visita contenida en el oficio **********.
3.- Acta parcial de inicio contenida en el oficio ********** dictado en el expediente ********** de trece de octubre de dos mil veintitrés.
4.- Citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

5.- Última acta parcial de inicio contenida en el oficio ********** dictado en el expediente ********** de veintinueve de febrero de dos mil veinticuatro.

6.- Citatorio de fecha tres de abril de dos mil veinticuatro.

7.- Acta final contenida en el oficio ********** dictado en el expediente **********, de fecha cuatro de abril de dos mil veinticuatro.

8.- Citatorio de fecha tres de abril de dos mil veinticuatro y acta de notificación de cuatro de julio del año en curso.
9.- Determinación de crédito fiscal ********** de fecha diecinueve de junio de dos mil veinticuatro, emitido por el Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; dictado en el expediente **********,  y sus constancias de notificación. 
10.- La instrumental de actuaciones.

11.- La presuncional legal y humana.

Finalmente se fijaron las diez horas del cinco de noviembre de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En lo que respecta al C. **********, en su carácter de administrador único de la persona moral **********, acredito su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial con número de tomo **********del instrumento **********del protocolo del notario público número **********con ejercicio en esta Ciudad, documento visible a fojas de la 10 a la 36 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que el compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio. 
Por otra parte, acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con los documentos consistente en el citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, emitido en el expediente **********, y la última acta parcial de inicio contenida en el oficio ********** dictado en el expediente **********, las cuales se encuentra dirigido a la actora; documental que obra a fojas 48 a la 65 del expediente en el que se actúa
Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Dirección de Fiscalización de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 137 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del siguiente acto:

“La orden completa número ********** que contiene como consecuencia el crédito fiscal con número de oficio ********** CLAVE **********, EXPEDIENTE ********** emitido con fecha 19 de junio de 2024, así como el citatorio correspondiente al acto administrativo en cita de fecha 03 de julio del mismo año y el acta de fecha 04 de julio del 2024”  

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda se localizan a fojas de la 03 a la 05 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En ese orden de ideas, se procede al análisis de los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, los cuales se estudian de manera conjunta por estar relacionados entre sí, ya que los mismos se hacen valer en contra del citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, los cuales se examinan con las manifestaciones expuestas por la autoridad demandada en su escrito de contestación y de las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.
Dichos conceptos de impugnación que en la parte que interesa refiere: 
“I. Indebida notificación: solicitamos la nulidad lisa y llana en términos de los numerales 24, 35, 167 y demás relativos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí conforme a lo siguiente:

Observando el crédito fiscal fincado a través del citatorio de fecha 03 de julio del 2024 y el acta de notificación 04 del mismo mes y año, así como el acta de inicio de la visita domiciliaria, actas parciales y acta final del procedimiento y, conforme al numeral 59 fracción II del Código fiscal del Estado de San Luis Potosí el cual a la letra dice:

(…)

Se desprende que, tal y como consta en el citatorio de fecha 28 de febrero del 2024 no se observa la designación de testigos, ya sea por parte de la autoridad o del contribuyente. Esta omisión constituye una indebida notificación, dado que el acto fue ejecutado sin cumplir con las formalidades esenciales del procedimiento administrativo que le otorgarían validez.

Es importante destacar que el día 28 de febrero de 2024, la Secretaría de Finanzas, a través de la Dirección General de Ingresos, llevó a cabo la citación en el domicilio fiscal de mi representada, donde se requirió a la C. **********en su carácter de tercera interesada y empleada del contribuyente. Sin embargo, la ejecutora y notificador de esta visita domiciliaria, la C. **********omitió cumplir con la formalidad esencial de designar testigos para la notificación, tal como lo establece la normativa aplicable.

La falta de designación de testigos ya sea por parte del notificado o, en su defecto, por la autoridad competente, constituye una violación de los derechos procesales de mi representada. Esta omisión no solo infringe la normativa fiscal vigente, sino que también vulnera el principio de legalidad que debe regir todos los actos de autoridad, generando así la nulidad lisa y llana del acto administrativo impugnado consistente en el crédito fiscal con número de oficio **********, CLAVE **********, EXPEDIENTE ********** y NÚMERO DE ORDEN **********, toda vez que la emisión de dicho crédito conlleva como antecedente la violación de las normas del procedimiento administrativo, tal y como lo rige el artículo 164 fracciones VI Y VII, 165 fracción I del código procesal administrativo para el estado de San Luis Potosí.

(…)

En el contexto de la visita domiciliaria fiscal, la correcta observancia de las formalidades, tanto en la notificación de la orden como en el levantamiento del acta final, es de vital importancia para garantizar la validez del procedimiento. Conforme a la tesis IX-P-2aS-320, los testigos instrumentales juegan un rol fundamental en la diligencia, particularmente en la notificación de la orden de visita. Estos testigos son esenciales para que la intromisión al domicilio se realice conforme a derecho, ya que su participación valida la legalidad de la diligencia. Sin embargo, esta exigencia resalta la importancia de ejecutarse al acta parcial de inicio y el acta final.

La importancia del citatorio en la fase final del procedimiento también resulta crucial. El artículo 46 del Código Fiscal de la Federación de aplicación supletoria a la normativa que nos compete en términos del artículo 2 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, estipula que, en caso de que el visitado o su representante no se encuentren presente al momento del cierre de la visita, se debe dejar un citatorio para garantizar su derecho de audiencia. Este citatorio no solo debe cumplir con requisitos formales, sino también establecer una certeza jurídica respecto de la identidad del tercero con quien se entiende la diligencia, tal como lo destaca la tesis VI.3º.A.349 A.

El cumplimiento de estas formalidades no es meramente ceremonial; constituye la base para que la autoridad fiscal pueda actuar en el marco de la legalidad. Tanto la correcta designación de los testigos como el levantamiento del acta final en presencia de aquellos son indispensables para asegurar que la visita domiciliaria sea válida. Si estas formalidades no se cumplen adecuadamente, afecta la eficacia de la actuación por parte de la Autoridad Fiscalizadora.

Así la formalidad y precisión en el levantamiento del acta final, aun cuando esta se realice en ausencia del contribuyente o su representante, garantizan que el procedimiento preserve su legalidad y que los derechos fundamentales, como la inviolabilidad del domicilio, sean respetados. La correcta intervención de los testigos instrumentales en este acto clave otorga una sólida legitimidad a la actuación de la autoridad.

II. Aunado a lo anterior, en relación con la indebida notificación de fecha 28 de febrero de 2024, es fundamental destacar que este es un hecho que no debe ocurrir, ya que cualquier notificación realizada en contravención a la Ley Procesal aplicable es nula de pleno derecho. Es imperativo que se cumplan rigurosamente los requisitos y formalidades establecidas por el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí y las normas fiscales federales, con el fin de garantizar que las partes involucradas tengan la oportunidad de conocer la resolución adoptada y de hacer valer los derechos que le correspondan.

En este caso, la notificación fue realizada de manera ineficaz y careció de los elementos esenciales que el artículo 73 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí exige en él, lo que resulta en un vacío procesal. Este vacío impide que el acto administrativo emitido en fecha 19 de junio del 2024 produzca efectos legales válidos. Por lo tanto, debido a la ineficiencia en el cumplimiento del proceso de notificación, el acto administrativo en cuestión debe ser declarado nulo por haberse llevado a cabo un procedimiento indebido.

(…)

III. En virtud de lo expuesto, queda demostrado que la notificación del acto administrativo de fecha 28 de febrero del 2024 fue realizado de manera indebida, al no haberse cumplido con las formalidades esenciales establecidas en los artículos 59 fracción II, 72, 73 y demás relativos del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. La omisión de designar testigos, como lo exige la normativa y la subsiguiente violación en el proceso de notificación vulneran los derecho procesales de mi representada y afectan el principio de legalidad que debe regir todos los actos de autoridad.

Dado que estas deficiencias procesales constituyen una infracción a la ley y considerando que el acto administrativo impugnado fue emitido en un marco de ilegalidad, se solicita a este H. Tribunal que, en ejercicio de sus atribuciones, declare la nulidad lisa y llana del mencionado acto administrativo fiscal con número de oficio **********, CLAVE **********, EXPEDIENTE ********** y NÚMERO DE ORDEN ********** emitido en fecha 19 de junio del 2024 como consecuencia de la ilegal expedición del citatorio de fecha 28 de febrero del 2024. Esto, en virtud de que un acto carente de los requisitos legales no puede producir efectos jurídicos válidos, siendo imprescindible que los actos de la administración pública se ajusten estrictamente a la legalidad, garantizando con ello el respeto a los derechos de los gobernados.

Por lo tanto, respetuosamente se solicita que este H. Tribunal resuelva en favor de la nulidad del acto administrativo impugnado, protegiendo así el debido proceso y los derechos de mi representada.”

De los conceptos de impugnación anteriormente transcritos se puede inferir que la parte actora medularmente refiere que el citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro realizado por la ejecutora y notificadora de la visita domiciliaria, no se observa la designación de testigos, por parte de la autoridad o del contribuyente, por lo que dicho acto fue ejecutado sin cumplir con las formalidades esenciales del procedimiento administrativo que le otorgan validez careciendo de los elementos esenciales que señalan los artículos 59 fracción II y 73 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término y para un mayor entendimiento del presente asunto, resulta pertinente realizar  la transcripción de los artículos 55 fracción I, 57, 59 fracción II, y 62 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, disposiciones que tratan de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales, entre las que se encuentran las visitas domiciliarias, por lo que se procede a su transcripción.
“ARTICULO 55.- Las autoridades fiscales, a fin de comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales y, en su caso determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar información a otras autoridades fiscales, estarán facultadas para: 

I. Ordenar la práctica de visitas domiciliarias a contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos relacionados y revisar su contabilidad, bienes y mercancías;
(…)”
“ARTICULO 57.- Las visitas domiciliarias para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales sólo se practicarán por mandamiento escrito de autoridad fiscal competente, de quien ostentará la firma expresando además de los requisitos que señala el artículo 46 de este Código, los siguientes: 

I. El nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigido; cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación; 

II. El lugar o lugares donde debe efectuarse la visita. El aumento de lugares a visitar deberá notificarse al visitado; 

III. El nombre de la persona o personas que deben efectuar la visita, las cuales podrán ser sustituidas, aumentadas o reducidas en su número en cualquier tiempo por la autoridad competente; la sustitución o aumento de las personas que deban efectuar la visita se notificará al visitado. Las personas designadas para efectuar la visita la podrán hacer conjunta o separadamente, y 

IV. Las obligaciones fiscales de cuya verificación se trate y, en su caso, los impuestos, derechos, o contribuciones de mejoras objeto de la revisión, así como los ejercicios a que deberá limitarse la visita. Si se trata de resoluciones administrativas que determinen la responsabilidad solidaria, se señalará, además, la causa legal de la responsabilidad.”
“ARTICULO 59.- La visita domiciliaria deberá observar las siguientes formalidades: 
(…)

II. Acto seguido, deberán requerir a la persona con quien entiendan la diligencia para que designe dos testigos, si éstos no son designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores los designarán, haciendo constar esta situación en el acta que levanten, sin que esta circunstancia invalide los resultados de la visita;
(…)”
“ARTICULO 62.- Si en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o su representante, se le dejará citatorio para que esté presente a una hora determinada del día siguiente; si no se presentare, el acta final se levantará ante quien estuviese presente en el lugar visitado; en ese momento, cualquiera de los visitadores que haya intervenido en la visita, el visitado o la persona con quien se entiende la diligencia y los testigos, firmarán el acta de la que se dejará copia al visitado. Si el visitado, la persona con quien se entendió la diligencia o los testigos no comparecen a firmar el acta, se niegan a firmarla o el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia se niegan a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta, sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma.”
(lo resaltado es propio)
De las disposiciones legales anteriormente mencionadas, se desprende medularmente que las autoridades fiscales con el fin de realizar sus facultades de comprobación, podrán ordenar la práctica de visitas domiciliarias a los contribuyentes, mismas que sólo se practicarán por mandamiento escrito de autoridad fiscal competente conteniendo los datos exigidos por la ley; que una vez iniciada los visitados que interviniesen se deberán de identificar  ante la persona con quien se entiende la diligencia y acto seguido se deberá de requerir a la misma para que designe dos testigos, si éstos no son designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores los designaran, haciendo constar dicha situación en el acta que levanten; que en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o el representante, se le dejará citatorio para que esté presente a una hora determinada del día siguiente, si no se presentara, el acta final se realizaría ante quien estuviese presente en el lugar visitado.
En ese sentido, en el caso que nos ocupa, se deben de mencionar las siguientes circunstancias que deben de prevalecer en las visitas domiciliarias:

(i) que cuando se inicie las actas de una visita domiciliaria, se va a requerir a la persona con quien se atienda, para que designe dos testigos, si estos no son designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores los designaran, haciendo constar dicha situación en el acta; y
(ii) que en el cierre del acta final de la visita no estuviera presente el visitado o el representante legal, se le dejara citatorio para que esté se presente a una hora determinada del día siguiente.
Motivo por el cual, se debe de inferir que contrario a lo que manifiesta la parte actora, únicamente en las actas de la visita domiciliaria se va a requerir con quien se atienda la diligencia, para que designe dos testigos, si estos no son designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores los designaran haciendo constar dicha situación.

Por otro lado, y en el caso que acontece, se tiene que para el cierre del acta final de la visita domiciliaria no estuviera presente el visitado o el representante legal, se le dejara citatorio para que esté presente a una hora determinada del día siguiente, debiendo de hacer mención que las reglas de notificación personal en materia fiscal, en las cuales se encuentra la expedición de los citatorios, se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual para una mayor comprensión del presente asunto se transcribe a continuación:
ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 
I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 
II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 

IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código;
V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 
VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 
VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.
(lo resaltado es propio)

Del artículo anteriormente mencionado se desprenden las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, siendo estas; (i) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (ii)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (iii) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (iv) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (v) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (vi) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (vii) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

Ahora bien, se debe de establecer que en el caso que nos ocupa y para poder resolver la legalidad de la notificación de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro –constancia que es la impugnada por la parte actora en sus tres conceptos de impugnación de su escrito inicial de demanda-, es necesario atender si se cumplieron las formalidades señaladas en las fracciones II y III del artículo 73 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, mismas que fueron anteriormente transcritas.
En ese sentido se debe de advertir que de una lectura del acto impugnado, es decir, del citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, se desprende que la visitadora y notificadora adscrita a la Dirección de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, de nombre **********, cumplió con  el procedimiento que le marca la ley, ello es así en razón de lo siguiente:

a).- En primer término resulta pertinente realizar la digitalización del Citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, mismo que obra a foja 48 y 49 del expediente en el que se actúa, mismo que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:

(DIGITALIZACIÓN)
Del documento anteriormente digitalizado, se desprende:

(i) que siendo las diez horas con treinta minutos del día veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, la visitadora y notificadora **********, se constituyó en el domicilio del contribuyente **********, cerciorándose previamente que era el domicilio correcto en el cual se realizaba la diligencia;

(ii) que en dicho domicilio, fue atendida por la C. **********, quien manifestó que era empleada de la persona moral a quien se le estaba practicando la visita domiciliaria, acreditándolo con cédula de determinación de cuotas IMMS de fecha límite de pago de diecisiete de octubre de dos mil veintitrés, en donde aparece como empleada con número de seguridad social ********** quien se identificó con credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral, haciendo constar su número, clave elector y año de registro, así como su domicilio particular; y quien manifestó de manera expresa que el domicilio en el que se realizó la diligencia era el correcto;

(iii) que procedió a identificarse como Visitador y Notificador, con la constancia de identificación número ********** contenida en el oficio ********** de fecha primero de enero de dos mil veinticuatro, emitida por el Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, que requirió la presencia del representante legal de la contribuyente **********, que la persona con la que atendió la diligencia le informó que el representante legal de la contribuyente, no se encontraba  en el citado domicilio, toda vez que se encontraba fuera atendiendo diversos asuntos, por lo que no podría atender la diligencia;

(iv) por lo que procedió a expedir citatorio número ********** de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, para que por su conducto le hiciera del conocimiento al representante legal de la contribuyente **********, para el efecto de que estuviera presente en el domicilio señalado, el día veintinueve de febrero de dos mil veinticuatro, a las diez horas con treinta minutos para levantar la ULTIMA ACTA PARCIAL en relación con la visita que se estaba practicando al amparo de la orden de vista número ********** de fecha once de octubre de dos mil veintitrés, apercibiéndolo que de no estar presente en la fecha y hora señalada la diligencia iniciaría con quien se encontrara en el lugar visitado, procediendo por último a la firma de ambas partes de dicha acta.

Por lo que es de concluirse, que basta con que el notificador y visitador, haya señalado que se constituyó en el domicilio del contribuyente, manifestando las características del mismo,  situación que corroboró con la persona que se encontraban en el domicilio, misma que era empleada de la persona moral actora, identificándose debidamente con dicho carácter, que solicitó la presencia del contribuyente,  que la persona con la que atendió la diligencia le menciono expresamente que el contribuyente no se encontraba en el domicilio, procediendo a desahogar la diligencia con dicha persona para tener por realizando en forma legal el citatorio que en este acto se analizan.
Aunado a lo anterior, se debe de señalar que el notificador goza de fe pública, por lo tanto sus actos se presumen válidos, correspondiéndole a la parte actora demostrar que la diligencia relativa no se llevó a cabo en el domicilio correcto, o con persona que estuviera en el mismo.

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto por analogía los siguientes criterios jurisprudenciales:

Época: Novena Época 

Registro: 166617 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.7o.A. J/50 

Página: 1377 

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO EXIGE COMO REQUISITO QUE EL DILIGENCIADOR EXPRESE LOS MOTIVOS PARTICULARES O DETALLE PORMENORIZADAMENTE LA FORMA EN QUE SE CERCIORÓ DE QUE EL DOMICILIO EN QUE SE CONSTITUYÓ ES EL CORRECTO.

El párrafo segundo del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación alude a las notificaciones de los actos relativos al procedimiento administrativo de ejecución para diferenciarlas de las notificaciones en general, en el sentido de que una vez que el notificador se constituya en el domicilio del destinatario deberá requerir su presencia y, en caso de no encontrarlo, dejará citatorio para que lo espere a hora fija del día hábil siguiente, fecha en la cual requerirá nuevamente la presencia del interesado o de su representante y de no encontrarlos, llevará a cabo la diligencia con quien se encuentre en el domicilio o en su defecto con un vecino y si éstos se negaran a recibirla, deberá circunstanciar tal hecho en el acta correspondiente. De lo anterior se advierte que el aludido precepto no exige como requisito que el notificador exprese los motivos particulares o detalle pormenorizadamente la forma en que se cercioró de que el domicilio en el cual se constituyó es el de la persona a notificar.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Época: Novena Época 

Registro: 164296 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXII, Julio de 2010 

Materia(s): Común 

Tesis: I.4o.A. J/84 

Página: 1812 

NOTIFICACIONES. CORRESPONDE AL PARTICULAR ACREDITAR CON ALGÚN MEDIO PROBATORIO QUE LA DILIGENCIA RELATIVA NO SE LLEVÓ A CABO EN EL DOMICILIO CORRECTO O CON LA PERSONA ADECUADA, EN VIRTUD DE QUE EL NOTIFICADOR GOZA DE FE PÚBLICA Y SUS ACTOS SE PRESUMEN VÁLIDOS.

En virtud de que los notificadores gozan de fe pública, la simple manifestación del particular de que la diligencia fue irregular porque no se llevó a cabo en el domicilio correcto o con la persona adecuada, contrario a lo circunstanciado en el acta respectiva, no puede destruir la presunción de validez de tal actuación, por lo que la notificación debe subsistir cuando no es desvirtuado el dicho del notificador con algún medio probatorio, máxime que el principio ontológico de la prueba señala que lo extraordinario es lo que se prueba, pues lo ordinario se presume, admite y acepta, tal como lo ordena el artículo 83 del Código Federal de Procedimientos Civiles al expresar que "El que funda su derecho en una regla general no necesita probar que su caso siguió la regla general y no la excepción; pero quien alega que el caso está en la excepción de una regla general, debe probar que así es.". Por tanto, corresponde al particular desvirtuar el dicho del notificador demostrando con las pruebas conducentes, que la diligencia no se llevó a cabo en el domicilio correcto o con la persona adecuada.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Bajo este orden de ideas, y en relación a lo esgrimido por la parte actora en el sentido de que en el citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro se debieron de señalar dos testigos, se debe de manifestar que dentro de los requisitos señalados en el artículo 73 fracciones II y III del Código Fiscal del Estado, el cual fue señalado con anterioridad, no se desprende que se deba de cumplir con dicha circunstancia, siendo suficiente que el propio notificador quien tiene fe pública haya asentado en el documento impugnado, lo anteriormente expresado.
Motivo por el cual es de considerarse como infundados los argumentos vertidos por la parte actora, ya que ha quedado demostrado que el visitador y notificador  adscrito a la Dirección de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí realizó el citatorio de una manera circunstanciada, y con apego en lo dispuesto por el artículo 73 fracción II y III del Código Fiscal del Estado.

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en el citatorio de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, al quedar demostrado que cumple con los requisitos establecidos en las fracciones II y III del Código Fiscal del Estado, ello de acuerdo a los razonamientos precisados en el presente considerando.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III y 28  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados  en el considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
